






EL RÉGIMEN 
DE LOS FUNCIONARIOS



INSTITUTO INTERNACIONAL 
DE DERECHO ADMINISTRATIVO -IIDA

COLECCIÓN DE DERECHO 
ADMINISTRATIVO COMPARADO

LIBARDO RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ
(Director)

CONSEJO ACADÉMICO:

Christian Pielow - Alemania
Juan Carlos Cassagne - Argentina
Ernesto Jinesta Lobo - Costa Rica
Luciano Parejo Alfonso - España

Jacqueline Morand-Deviller - Francia
Luciano Vandelli† - Italia

Olivo Rodríguez H. - República Dominicana
Carlos Delpiazzo - Uruguay

Allan Randolph Brewer-Carías - Venezuela



LIBARDO RODRÍGUEZ R.
(Director)

Volumen XI

EL RÉGIMEN 
DE LOS FUNCIONARIOS

PEDRO JOSÉ JORGE COVIELLO
(Coordinador)

Volumen en homenaje al profesor
José Ramón Parada Vásquez

INSTITUTO INTERNACIONAL 
DE DERECHO ADMINISTRATIVO -IIDA 

COLECCIÓN DE DERECHO 
ADMINISTRATIVO COMPARADO

EDITORIAL TEMIS S. A.
Bogotá - Colombia

2026



ANTES QUE EL LIBRO CIENTÍFICO MUERA

El libro científico es un organismo que se basa en un delicado equilibrio. Los elevados 
costos iniciales (las horas de trabajo que requieren el autor, los redactores, los correctores, 
los ilustradores) solo se recuperan si las ventas alcanzan determinado número de ejemplares.
La fotocopia, en un primer momento, reduce las ventas y por este motivo contribuye al 
aumento del precio. En un segundo momento, elimina de raíz la posibilidad económica de 
producir nuevos libros, sobre todo científicos.
De conformidad con la ley colombiana, la fotocopia de un libro (o de parte de este) protegido 
por derecho de autor (copyright) es ilícita. Por consiguiente, toda fotocopia que burle la 
compra de un libro, es delito.
La fotocopia no solo es ilícita, sino que amenaza la supervivencia de un modo de transmitir 
la ciencia.
Quien fotocopia un libro, quien pone a disposición los medios para fotocopiar, quien de 
cualquier modo fomenta esta práctica, no solo se alza contra la ley, sino que particularmente 
se encuentra en la situación de quien recoge una flor de una especie protegida, y tal vez se 
dispone a coger la última flor de esa especie.

Queda prohibida la reproducción parcial o total de este libro, 
sin la autorización escrita de los titulares del copyright, por 
medio de cualquier proceso, comprendidos la reprografía 
y el tratamiento informático.
Esta edición y sus características gráficas son propiedad 
de Editorial Temis S. A.

©	 Alejandro Canónico-Sarabia, Pedro José Jorge Coviello, Eloy Espinosa-
Saldaña Barrera, Giuseppe Franco Ferrari, Rogério Gesta Leal, Edilson 
Pereira Nobre Júnior, Luciano Parejo Alfonso, Efraín Pérez, Janriê Ro-
drigues Reck, María José Rodríguez, Graciela Ruocco, Gustavo Alberto 
Schneider, Antonio Silva Aranguren, Natalia Veloso, 2026.

©	 Editorial Temis S. A., 2026.
	 Calle 17, núm. 68D-46, Bogotá.
	 www.editorialtemis.com
	 correo elec.: gerencia@editorialtemis.com

Hecho el depósito que exige la ley.
Impreso en Editorial Nomos S. A.
Diagonal 18 Bis, núm. 41-17, Bogotá.

978-958-35-2166-9 (impreso)
3298  2026007290
978-958-35-2167-6 (e-book)



PRESENTACIÓN

El Instituto Internacional de Derecho Administrativo -IIDA ( www.iida-
deradm.com) es una institución sin ánimo de lucro, de carácter académico y 
científico, que tiene como objeto el fomento y la promoción de la ciencia del 
derecho administrativo en los diferentes países y en el marco de la comunidad 
internacional, para lo cual desarrolla actividades tendientes al cumplimiento 
de los siguientes objetivos específicos:

a) Promover el estudio, la investigación, la profundización y el conoci-
miento de las diversas expresiones del derecho administrativo en los diferentes 
países y desde la perspectiva del derecho comparado.

b) Propiciar la reflexión, el debate, el diálogo y el intercambio de ideas 
y experiencias entre sus miembros y entre ellos y otras personas u organiza-
ciones interesadas en los temas propios del derecho administrativo.

c) Fomentar y fortalecer la docencia, la investigación, la divulgación y 
el desarrollo del derecho administrativo en los diferentes países.

d) Las demás que sean conducentes para el logro del objetivo general.
En cumplimiento de esos objetivos, el Instituto tiene la satisfacción de 

entregar a la comunidad jurídica internacional la Colección de Derecho 
Administrativo Comparado, cuyo propósito es publicar obras colectivas 
sobre temas básicos y actuales del derecho administrativo, que permitan, con 
fundamento en trabajos nacionales que desarrollen el respectivo tema desde 
la perspectiva de cada país, acometer un análisis de derecho comparado que 
contribuya al mejor conocimiento y comprensión de esos temas.

Para lograr ese cometido comparatista, el contenido de cada uno de los 
trabajos, en general, se circunscribe a los elementos conceptuales, doctrinales, 
normativos y jurisprudenciales vigentes en el respectivo país, sin perjuicio 
de las referencias necesarias a la doctrina, la normativa y la jurisprudencia de  
otros ordenamientos jurídicos nacionales o internacionales que sean indis-
pensables para la comprensión del propio ordenamiento nacional.  Sobre 
esa base, el Coordinador del volumen respectivo diseña algunas pautas que 
permitan responder los interrogantes básicos que plantea el tema analizado y  
que faciliten el análisis comparativo, los cuales deben ser respondidos por los  
autores, sin perjuicio de los demás análisis que ellos quieran incluir en el 
desarrollo del trabajo.
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A su vez, con fundamento en los trabajos de los diferentes países, el Coor-
dinador de cada volumen tiene a su cargo la elaboración de un documento de 
análisis comparativo del tema al cual está dedicado el volumen respectivo.

En ese orden de ideas, el Volumen XI de la Colección, que hoy publi-
camos, está consagrado al estudio de El régimen de los funcionarios, con el 
objetivo de que los estudiantes, especialistas y lectores en general puedan 
tener una visión global y comparada de esta materia, que constituye uno de 
los temas básicos del derecho administrativo.

En este volumen han participado académicos de ocho países, miembros del 
Instituto, cuyas ponencias se publican en orden alfabético de los respectivos 
países.  La coordinación del volumen y el trabajo final de derecho comparado 
entre las ponencias nacionales ha estado a cargo del profesor argentino Pedro 
J. J. Coviello, miembro del Instituto.  El contenido de los diferentes trabajos 
es responsabilidad exclusiva de los respectivos autores, pues el Instituto no 
tiene posiciones institucionales sobre los temas tratados.

De otra parte, este volumen está dedicado a la memoria del ilustre ad-
ministrativista español José Ramón Parada Vásquez, quien fue uno de los 
miembros fundadores del Instituto y durante su vida académica se destacó en 
los escenarios jurídico-administrativos de Europa e Iberoamérica.  Se incluye 
a continuación de esta presentación, una semblanza del profesor Parada, 
escrita para este volumen por el profesor español Luciano Parejo Alfonso.

Finalmente, la dirección de la Colección agradece a los autores y al coor-
dinador el importante y generoso aporte realizado para la publicación de este 
volumen, que contribuye positivamente al cumplimiento de los objetivos del 
Instituto.  De igual manera, agradece a la Editorial Temis por hacer posible 
la publicación de estos trabajos académicos.

Libardo Rodríguez Rodríguez
Presidente Honorífico del IIDA y Director de la Colección



Semblanza del profesor 
José Ramón Parada Vázquez

Galicia ha sido siempre y sigue siendo tierra pródiga en el alumbramiento 
de personalidades ilustres en todos los ámbitos, desde el económico al po-
lítico, pasando por el científico y el cultural, por lo que el jurídico no podía 
ser una excepción.  Ejemplo reciente es el que nos haya regalado un brillante 
cultivador del Derecho administrativo, que luce ya en la historia de la disci-
plina: J. R. Parada (nacido en La Coruña en 1933), miembro —conspicuo y 
clave— del primer grupo de destacados administrativistas formado en torno 
a la Cátedra regentada por el Prof. E. García de Enterría en la Universidad 
de Valladolid (desde 1957 a 1962) y germen de la luego llamada “Escuela de  
García de Enterría”.  Pues, en palabras de dicho maestro de maestros, Parada 
fue precisamente el que encaminó hacia el Derecho Administrativo a José 
Antonio Manzanedo, figura más que prometedora, trágicamente truncada 
cuando justamente había alcanzado la Agregación en la Universidad de 
Oviedo, y el que contribuyó decisivamente a encauzar hacia la Cátedra a 
Tomás Ramón Fernández.  Más aún y sin perjuicio de reconocer que A. 
Nieto le había precedido (en calidad de doctorando), García de Enterría le 
recuerda como el iniciador vía de colaboración en su Cátedra, de la que pasó 
a ser su primer Profesor Ayudante, incorporándose seguidamente Lorenzo 
Martín-Retortillo, recién doctorado en Bolonia, y, de la mano de Parada, 
Ramón Martín Mateo.  Y califica el grupo de colaboradores resultante como 
notable por la personalidad rotunda de sus miembros, calificados como sus 
primeros discípulos.  A este grupo se debe la continuación de la obra funda-
mental cumplida hasta hoy por la Revista de Administración Pública, creada 
justamente a iniciativa del Prof. García de Enterría, que fue su Director desde 
el principio y durante muchos años.

La dedicatoria de su obra docente principal (Derecho administrativo, 3 
vols.), evocada recientemente por T. R. Fernández, atestigua hasta qué punto 
esta fase vallisoletana troqueló su personalidad.  Pues reza así:

“En el recuerdo de la Universidad de Valladolid a Eduardo y Amparo 
García de Enterría, Alejandro Nieto, Sebastián y Lorenzo Martín-Retortillo, 
Ramón Martín Mateo, José Antonio Manzanedo y Tomás Ramón Fernández”.

Como no ha sido, ni sigue siendo, infrecuente en la indicada escuela, J. R.  
Parada fue, antes de ser Profesor, funcionario, primero del cuerpo jurídico 
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militar, lo que le llevó a un destino, primero en la Capitanía General de 
Canarias (con sede en Tenerife) y después a Guinea Ecuatorial (donde coin-
cidió con R. Martín Mateo, que desempeñaba allí la función de Interventor 
de Administración Local y al que también ganó, como queda dicho, para 
la causa académica), y luego —tras trasladarse a la Auditoría de Guerra de 
Valladolid; traslado decisivo para su dedicación a la Universidad— del que 
más tarde pasó a ser cuerpo superior de Administradores Civiles.  García de 
Enterría, en el texto en honor de Parada que escribió en su día, atribuye su inte- 
gración en la vida universitaria a la influencia que sobre él ejerció, al pare-
cer, alguno de sus trabajos sobre la Administración española y el libro de la 
expropiación forzosa.  Pues, así se lo confesó al conocerlo durante el curso 
1958-1959, momento a partir del cual acompañó al maestro en todas sus 
clases y le asistió —junto con L. Martín-Retortillo— en los exámenes.

Su carrera universitaria pasa por su traslado a Madrid, al ganar E. García 
de Enterría, en 1962, Cátedra en la Universidad Complutense, y su inicial 
compatibilización con el trabajo en el despacho de su maestro, hasta ganar, 
por oposición y en 1972, la Cátedra de Derecho Administrativo de la Univer-
sidad de La Laguna (Tenerife), lo que fue decisivo para mi dedicación a la 
disciplina.  Su traslado ulterior a la península (primero en la Universidad de 
Valencia, luego en las de Barcelona y Complutense de Madrid y, finalmente, 
en la Universidad Nacional a Distancia -UNED-) no supuso, en efecto, la 
interrupción de mi relación con él, pues siguió dirigiendo mi tesis, que defendí 
justamente en Barcelona, por ser entonces Catedrático en la Autónoma de 
dicha ciudad A. Nieto, otro de los integrantes del grupo inicial vallisoletano, 
brillante trayectoria y gran amigo de J.  R.  Parada durante toda la dilatada vida 
de ambos (uno y otro murieron casi simultáneamente: Nieto el 3 de octubre de  
2023 y J. R. Parada el 27 de marzo de 2024).  A esta razón se sumaba otra 
personal: A. Nieto había sido también Catedrático de la Universidad de La 
Laguna y en sus clases, así como en el seminario que dirigía en la Facultad, 
aprendí los rudimentos del Derecho administrativo y la afición al mismo 
(lo que me llevó a leer, nada más aparecer, la primera edición del Curso de 
Derecho administrativo).  Dados estos antecedentes es fácil comprender que 
ambos —Nieto y Parada— fueran nombrados, a mi iniciativa, doctores honoris 
causa por la Universidad Carlos III de Madrid, siendo investidos en el acto 
solemne de apertura del curso académico 1995/1996.  En su discurso ante el 
claustro académico pronunció estas palabras clarificadoras sobre sí mismo:

“Soy al fin y al cabo un simple resultado, el producto social del esfuerzo 
apasionado de las instituciones que me han educado: la compañía de Jesús, el 
Colegio Mayor de Santa Cruz de la Universidad de Valladolid con sus cinco 
siglos de historia y la Academia General de Zaragoza han dejado en mí una 
parte de sus mensajes.  Resultado también del afecto y esfuerzo de aquellos 
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que me han precedido, acompañado o seguido en la ilusión por suministrar 
alguna claridad en el entendimiento de la organización del Estado y su De-
recho, instituciones y personas a las que es justo imputar todo el mérito que 
a través de este doctorado se me atribuye.

”Soy deudor de aquellos que revitalizaron el estudio del Derecho Público 
después de la guerra civil, la generación de la Revista de Administración Pú- 
blica, y, de forma especial, ¡muy especial!, de mi maestro, el Profesor García 
de Enterría y de mi gran amigo y co-doctor en este acto, el profesor Nieto, 
así como de mis compañeros, profesores de Derecho Administrativo y de 
mis discípulos, de cuyos esfuerzos y hallazgos he aprendido más que de los 
míos propios.

”Me reclamo asimismo seguidor de los fundadores de nuestra disciplina, 
de los pioneros, de los liberales constructores del Estado nacional, de los que 
hicieron al fin iguales a todos los españoles ante la ley y los servicios pú- 
blicos, por haber levantado de la nada, y pese a los facciosos carlistas, una Ad- 
ministración centralizada, afrancesada, sí, pero racional, única e igual para 
los españoles en todo el territorio nacional.  Ese fue el resultado del esfuerzo, 
entre otros, de Javier de Burgos, de Alejando Oliván, de Posada Herrera, de 
Manuel Colmeiro”.

El paso de Parada por las antes citadas Universidades acredita la atención 
que siempre prestó a la formación de administrativistas, pues dejó en todas 
ellas discípulos destacados: M. Ballbé (hijo del gran administrativista catalán 
Manuel Ballbé y Prunés y él mismo original cultivador de la disciplina), E. 
Argullol i Murgadas (que, además de miembro de la Comisión Jurídica Ase- 
sora de la Generalitat de Catalunya, fue, desde su creación en 1990 hasta 2001,  
Rector de la Universidad Pompeu Fabra) y Joaquín Ferret i Jacas (quien, ade- 
más de Catedrático en la Universidad Autónoma de Barcelona, fue Letrado 
del Parlamento de Catalunya, Director de la Escuela de Administración 
Pública de Catalunya y miembro de la Comisión Jurídica de la Generalitat).  

Pero donde puede decirse que creó su propia escuela fue en su destino 
final, la UNED, a la que pertenecen S. del Saz Cordero (catedrática en la propia 
UNED y durante un tiempo Letrada del Tribunal Constitucional), B. Lozano 
Cutanda (catedrática de Derecho administrativo primero en la Universidad del 
País Vasco y luego en la UNED, donde ha sido Directora del Departamento 
de Derecho público, así como profesora de Derecho administrativo y de la 
Unión Europea en CUNEF Universidad), J. Prieto de Pedro (catedrático de 
la UNED, uno de los más reconocidos especialistas en Derecho de la Cul-
tura y titular de la Cátedra Andrés Bello de Derechos Culturales (Convenio 
Andrés Bello, Universidad Carlos III de Madrid y Universidad Nacional de 
Educación a Distancia), Mª del Carmen Fernández Rodríguez (Catedrática 
de la UNED), Marta Lora-Tamayo (Catedrática de la UNED), M. Bacigalupo 
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Saggese (profesor Titular de Derecho administrativo de la UNED, que ha sido 
Secretario del Consejo de la hoy extinta Comisión Nacional de la Energía, 
Consejero de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y 
actualmente Consejero de la Comisión Nacional del Mercado de Valores), 
Jesús Ángel Fuentetaja Pastor y Juan-Cruz Alli Turrillas (ambos asimismo 
catedráticos de la UNED).

La obra que nos ha legado J. R. Parada es muy numerosa, tanto en artí-
culos, como en libros, siendo aquí imposible dar cuenta de toda ella.  En ella 
realizó aportaciones muy significativas, como, por ejemplo, la de la categoría 
de Derecho garantizador (añadida así a la trilogía clásica formulada por el 
Prof. Jordana de Pozas), a la que hizo referencia en su artículo “Derecho 
administrativo, Derecho privado y Derecho garantizador, publicado en el nº 
52 de la Revista de Administración pública.

Desde el principio Parada mostró gran interés por el origen y la historia de 
instituciones centrales (su tesis doctoral, publicada en 1962, versó ya sobre los 
orígenes del contrato administrativo en el Derecho español; institución, que 
le volvió a ocupar en el núm. 47 de la Revista de Administración Pública, en 
el que reflexionó sobre la nueva Ley de contratos) fruto del cual es sin duda 
la polémica que, sobre el privilegio de decisión ejecutoria y los orígenes del 
proceso contencioso-administrativo, sostuvo con su amigo A. Nieto, en los 
núms. 55 y 57 de la Revista de Administración pública.  Expresión de ese 
mismo interés es su artículo, en Documentación Administrativa (núm. 222, 
1990) sobre evolución y crisis del instituto expropiatorio.

A partir de la Constitución del Estado autonómico en 1978, la organización 
del Estado pasó también a ocupar su atención, sucediéndose sus artículos 
dedicados al tema: “Constitución, burocracia y comunidades autónomas” 
(Documentación Administrativa, núm. 182, 1979), “España: ¿una o trina” 
(Hacia el Estado de Padanias de la mano de Herrero Rodríguez de Miñón)” 
[en Revista de Administración Pública núm. 141, 1996], “Crisis de estatali-
dad y descentralización política” (Revista Parlamentaria de la Asamblea de 
Madrid núm. extra 1, 2006) y “El fracaso de la descentralización política.  
Reforma del Estado y reformas administrativas” (Revista de Occidente, 
núm. 146, 2016).

De entre sus libros merecen destacarse los titulados “Derecho de la función 
pública” (Thomson Reuters-Civitas, 2019), “Concepto y fuentes del Derecho 
administrativo (Marcial Pons, 2008), Derecho urbanístico general” (Marcial 
Pons, 2007) “La Administración y los Jueces” (Edit. Jurídica Venezolana, 
1988), “La defensa de la competencia de los órganos judiciales” (CGPJ, 
2005), y “Régimen jurídico de las Administraciones públicas y procedimiento” 
(Marcial Pons, 1999).  Pero su obra fundamental, de finalidad docente y de 
la que se han beneficiado muchas generaciones de estudiantes, es su “De-
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recho administrativo (formado por 3 tomos dedicados respectivamente a la 
introducción, la organización administrativa y el empleo público; el régimen 
jurídico de la actividad administrativa; y los bienes públicos y el Derecho 
urbanístico), pues se cuidó de su actualización periódica en las sucesivas 
ediciones de que fueron objeto los tomos de que se compone.

Tras su jubilación no dejó de fomentar, desde la Fundación Martín Escu-
dero, de la que fue Director, trabajos de investigación.  Muchos trabajos han 
llegado a ser realizados y publicados gracias a su labor promotora.  

Alcobendas (Madrid), a once de julio de dos mil veinticinco.

Luciano Parejo Alfonso
Catedrático emérito de Derecho administrativo

Universidad Carlos III de Madrid
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EL RÉGIMEN DE EMPLEO PÚBLICO EN ARGENTINA.  
SU DIMENSIÓN ÉTICA Y SU INSOSLAYABLE  

VINCULACIÓN CON EL BUEN GOBIERNO
María José Rodríguez*

1. El régimen nacional del empleo público en Argentina. 
Bloque de legalidad

La función pública nacional en Argentina se encuentra regulada por 
las siguientes normas que integran, en sus rasgos más fundamentales, 
el bloque de legalidad —o más bien, juridicidad— nacional: el artícu-
lo 14 bis de la CN; la Ley Marco de Regulación del Empleo Público 
Nacional —aprobada como anexo de la Ley 25.164–; el Decreto 1421 
de 2002 que aprueba la reglamentación de la Ley Marco; el Decreto 
214 de 2006 que homologa el Convenio Colectivo de Trabajo General 
para la Administración Pública Nacional celebrado entre el Estado 
empleador y los sectores gremiales, y el Decreto 2049 de 2008 que 
homologa el Convenio Colectivo de Trabajo Sectorial.

La función pública al concernir una prestación personal, esto es, al 
vincularse de modo directo con una relación de dependencia personal 
que implica la actividad creativa y productora del hombre, detona 
además la aplicación de las normas del derecho internacional de los 
derechos humanos y —singularmente— la de los tratados de derechos 
humanos receptados por el artículo 75, inciso 22 de la Constitución 
Argentina, que se integran al mencionado bloque de legalidad.

* Magíster en Derecho Administrativo por la Universidad Austral. Especialista en 
Derecho Tributario por la Universidad Austral. Exdirectora Nacional del Cuerpo de 
Abogados del Estado (ECAE) de la Procuración del Tesoro de la Nación. Exdirecto- 
ra de la Escuela de Formación de Abogacía Pública (EFAP) de la Procuración General 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Directora Académica de la Especialización 
en Derecho Administrativo de la Universidad Nacional de la Matanza, Provincia de 
Buenos Aires. Profesora de Derecho Administrativo.
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La pluralidad de fuentes que regulan de modo sincrónico la función 
pública reclama establecer un orden para su articulación.

Este requerirá articular y armonizar, a la luz del principio de prio-
ridad normativa que dimana del artículo 31 de la CN, la naturaleza 
de contrato administrativo en la que se concreta la función pública 
—y las prerrogativas exorbitantes de la Administración empleadora, 
anejas al contrato—, con la fisonomía convencional “laborizada” que 
exhibe desde hace bastante la aludida función pública.  En ese marco, 
resultarán fundamentales las pautas que proporciona la Ley 24.185 que 
regula las negociaciones colectivas entre la Administración Pública 
Nacional y sus empleados (v. en especial, art. 8º1).  

Esta norma excluye del ámbito de la negociación colectiva los as- 
pectos propios de la mencionada naturaleza pública del contrato, vin-
culados por cierto con las denominadas prerrogativas exorbitantes de 
derecho privado2, a saber: a) la estructura orgánica de la Administración 
Pública Nacional y b) las facultades de dirección del Estado.

También impera que la negociación colectiva, en el caso especial de 
la función pública, se ajuste a la garantía constitucional de la igualdad 
(que se traduce en el principio de idoneidad como base del ingreso y de  
la promoción en la carrera administrativa).  

Finalmente, siempre a tenor del referido artículo 8º en cita, las tra- 
tativas salariales o aquellas referidas a las condiciones económicas de  

1 La Ley 24.185 prevalece —más allá de la paridad jerárquica normativa con la 
denominada Ley Marco, y de su carácter de ley anterior— por expresa disposición 
del art. 4º de la Ley 25.164; este dispone que “En ningún caso se entenderá que las 
normas de esta ley —se refiere a la aludida Ley Marco— modifican las de la Ley 
24.185”.

2 Es interesante destacar que desde el caso resuelto por el Tribunal de Conflictos 
“Axa France”, 2014, la jurisprudencia administrativa en Francia ha optado por la 
denominación de prerrogativa exorbitante, a secas, sin el aditamento “del derecho 
privado” (v. “Una nueva definición de la cláusula exorbitante del derecho común: 
El caso ‘Axa France IARD C. MAIF’” (v. María José Rodríguez en CIJur, sección 
doctrina, disponible en https://cijur.mpba.gov.ar/files/bulletins/Mg._Mar%C3%ADa_
Jos%C3%A9_Rodr%C3%ADguez__Una_redefinici%C3%B3n..__12-10_v1.pdf). 
Esta definición positiva de la cláusula exorbitante que referencia al interés público 
y al régimen exorbitante es reeditada en TC, 12 /2/ 2018, “SCP Ravisse, mandataire 
liquidateur judiciaire de la SARL The Congres House c/ Commune de Saint-Esprit”, 
nº 4109, y en CE, 5/2/2018, CNES, nº 414846. 18. 
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la prestación laboral, deberán sujetarse a lo normado por la ley de 
presupuesto y a las pautas que determinaron su confección.

A) La regulación constitucional

La Constitución Nacional en el artículo 14 bis, cuyo texto se atribuye 
al dirigente radical Crisólogo Larralde, introducido por la reforma cons-
titucional de 1957, introduce una divisoria de aguas entre las dos figu- 
ras que protagonizan la relación de dependencia laboral en sentido amplio:  
la del trabajador (relación de dependencia privada o laboral en sentido 
estricto) y la del empleado público (relación de dependencia pública).

Con respecto a la primera, instituye —a título de protección contra 
el despido arbitrario— un despido libre con indemnización; mientras 
que con respecto al empleado público, garantiza, de modo institucional, 
no personal, la reposición en el cargo en caso de segregación arbi- 
traria o ilegítima, esto es, la garantía de estabilidad3.  Veremos en los 
acápites siguientes que esta diferente protección responde a la diversa 
naturaleza de los intereses implicados: en un caso, un interés priva-
do, en el segundo, un interés público.  Del mismo modo, procede ya 
adelantar que esta protección del trabajo en sus diversas formas, tanto 
pública como privada, hoy constituye un contenido propio del derecho 
internacional de los derechos humanos.

B)	La Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional  
	 aprobada como anexo de la Ley 25.164, y su reglamentación  
	 aprobada como anexo del Decreto 1421 de 2002

La Ley Marco constituye el piso legal que deben respetar las nego- 
ciaciones colectivas de trabajo (v. art. 1º) en tanto los derechos y garan-

3 Reza en tal sentido el art. 14 bis en la parte a que referimos: “El trabajo en sus 
diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: 
condiciones dignas y equitativas de labor, jornada limitada; descanso y vacaciones 
pagados; retribución justa; salario mínimo vital móvil; igual remuneración por igual 
tarea; participación en las ganancias de las empresas, con control de la producción 
y colaboración en la dirección; protección contra el despido arbitrario; estabilidad 
del empleado público; organización sindical libre y democrática, reconocida por la 
simple inscripción en un registro especial” [...] (lo resaltado es propio); v. también 
CSJN, 3-5-2007, “Madorrán, Marta Cristina c/ Administración Nacional de Aduanas 
s/ reincorporación”, considerandos 4) a 7), ambos inclusive. 
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tías acordados por esta ley a los trabajadores que integran el servicio 
civil de la Nación constituirán mínimos que no podrán ser reemplazados 
en las negociaciones colectivas que se celebren.

Nótese ya desde el inicio, que esta ley que se sanciona en el contexto 
de un marcado proceso de laboralización del empleo público (B. O. 
8-10-1999) y de modo próximo —si bien posterior— a la homologación 
del primer convenio colectivo de trabajo general para el sector público 
nacional (el CCT homologado por el Decreto 66 de 1999 —B. O. 26-2-
1999—) adopta una terminología acorde con el mencionado fenómeno 
de laboralización, y denomina al empleado público, “trabajador que 
integra el servicio civil de la Nación”.

La Ley Marco que, en puridad, constituye un estatuto del empleado 
público, al regular sus deberes y derechos, delimita su ámbito de apli- 
cación al personal que integra el Servicio Civil de la Nación.  

En tal sentido, el régimen legal en cita establece la autoridad de apli- 
cación, los requisitos para el ingreso, los impedimentos para este, la 
naturaleza de la relación de empleo, los derechos y deberes.  Autoriza 
la posibilidad de revisar el Sistema Nacional de la Profesión Adminis-
trativa vigente (v. art. 26), instaura el régimen disciplinario con el con-
siguiente ulterior control judicial suficiente, las causales de egreso, etc.  

C)	Las convenciones colectivas de trabajo y la actual  
	 fisonomía laboralizada

Sobre la base de las disposiciones de la Ley 24.185, de negociación 
colectiva entre la Administración Pública Nacional y sus empleados, 
la Administración celebra con los trabajadores alcanzados por sus dis-
posiciones, convenios colectivos de trabajo que resultan homologados 
por decreto del Poder Ejecutivo Nacional (v. art. 14, Ley 24.185).  

La aplicación de las convenciones colectivas del trabajo a la Admi-
nistración Pública Nacional le imprime a esta una fisonomía laborali-
zada, tal como hemos señalado.  Este fenómeno de la laboralización o  
privatización de la relación de empleo público no alude a la llamada “flexi- 
bilización del empleo público”, sino que refiere a una transferencia de 
normas del derecho laboral hacia el derecho administrativo.

Este traspaso de normas se produce a caballo del derecho colectivo 
del trabajo, que comprende los institutos jurídicos necesarios para com- 
pensar, paliar y remediar la desigual capacidad negocial de las partes 
en las relaciones de trabajo.
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El fundamento de esta asimilación normativa o trasvase de normas 
pivota en una constatación fáctica: tanto el empleado público como 
el trabajador privado, despliegan su débito contractual —personal e 
intuitu personae—en el marco de una relación de trabajo, es decir, de 
una relación que reviste las notas de dependencia jurídica, económica 
y técnica.  En esta relación de dependencia gravita de modo singular 
la especial dignidad de la persona humana.  

Es por ello por lo que la negociación colectiva —como instituto del 
derecho colectivo del trabajo—se concibe como uno de los principios 
relativos a los derechos fundamentales, que deben ser respetados y 
promovidos por todos los Estados miembros de la OIT, por su mera 
pertenencia a la organización y, aun, en el caso de que no hayan rati-
ficado los convenios fundamentales (v. la Declaración relativa a los 
principios y derechos fundamentales en el trabajo y su seguimiento, 
adoptada por la OIT en junio de 1998).

2. La naturaleza jurídica de la relación

Hoy parece indiscutible en el régimen jurídico argentino que la re- 
lación de empleo público se encuadra en la categoría contractual, con- 
figura un contrato administrativo, por su objeto y de colaboración4; esto  
es, no reviste carácter estatutario.

Este carácter contractual resulta reforzado por el apuntado fenó-
meno de la laboralización o privatización del empleo público en cuyo 
marco el sindicato asume la representación de la voluntad colectiva 
de los trabajadores.

Es de hacer notar que si bien el aludido fenómeno de la laboraliza-
ción implica la aplicación de normas de raigambre laboral concebidas 

4 Miguel S. Marienhoff, Tratado de derecho administrativo, tomo III B, Buenos 
Aires, Abeledo Perrot, 1998, cap. V; v. también María José Rodríguez en Cues-
tiones de contratos administrativos, en Homenaje a Julio R. Comadira, AA. VV., 
Ediciones Rap, Buenos Aires, 2007, pág. 388 y ss.; en especial, págs. 388 a 389. Es  
de remarcar en tal sentido, que el Decreto delegado 1023 de 2001 que perfila el régi- 
men de contrataciones de la Administración Pública, con fuerza de ley por su tenor 
de “delegado”, se refiere al “contrato de empleo público”, si bien para excluir a esta 
categoría contractual de su marco objetivo de predicación normativa (v. art. 5, inc. 
a, decreto 1023 de 2001).
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en puridad para regular una relación privada —sobre la base del men-
cionado dato fáctico sociológico común del trabajo humano— al ser 
las referidas normas privadas aplicadas al empleo público, no mutan 
ni intervierten la naturaleza jurídica del contrato administrativo.  Ello 
en tanto el dato distintivo que marcará la impronta contractual pública 
estará signado por la presencia de un interés público adscrito de modo 
primario a la función administrativa que constituye la esencia de la 
relación de empleo público, y de modo secundario, a la organización 
administrativa de que se trate5.  

De tal suerte, como hemos resaltado supra, se verificarán aspectos 
como los requisitos para el ingreso e impedimentos (arts. 4º y 5º, Ley 
Marco), entre otros, que no resultan en modo alguno imperativos para el 
contrato de trabajo privado, pero sí excluyentes para el empleo público.  

Por otra parte, se suele señalar como un rasgo esencial que denota 
la naturaleza pública del contrato administrativo de empleo público, la  
estabilidad que en su seno adquiere el personal que ingresa como per-
manente cumpliendo los sistemas de selección.  Este rasgo constituye 
una garantía institucional6 como lo es en otro contexto normativo y 
profesional, la intangibilidad de la remuneración de los jueces.  

5 Señala Comadira que la distinción entre intereses públicos primarios —per-
seguidos por la función administrativa en general— e intereses públicos secunda-
rios —adscritos a una organización administrativa— ha sido aceptada no solo por 
diversos autores en el derecho comparado sino también, por la doctrina nacional 
(v. Fernando G. Comadira, Derecho administrativo disciplinario, Prov. de Bs. As., 
Cathedra Jurídica, pág. 43 y ss.).

6 Sobre la estabilidad como garantía institucional, v. Dictámenes PTN 304:201; 
según Solózabal Echavarría, esta garantía constituye una categoría con la que se per- 
sigue la protección frente al legislador de determinadas instituciones que se recogen in 
nuce en la Constitución. Se trata de una protección constitucional que preserva a una 
institución no solo de su destrucción, sino de su desnaturalización, al prohibir vulnerar 
su imagen maestra. Este es su significado típico; en un principio se circunscribe a ins- 
tituciones públicas, después se proyecta sobre instituciones privadas e incluso sobre 
determinadas manifestaciones sociales. El concepto —prosigue— es utilizado por 
Giese, en 1919, o por M. Wolf, en 1923, al referirse a la protección constitucional de  
los derechos de propiedad o herencia, o por Smend, en 1917, cuando alude “al de-
recho fundamental de la universidad alemana” (v. J. J. Solózabal Echavarría, “La 
libertad de expresión desde la teoría de los derechos fundamentales”, REDC, núm. 
32, pág. 86). Por su parte, Carl Schmitt distingue las garantías institucionales de los  
derechos fundamentales. Considera que mediante la regulación constitucional, puede  
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La estabilidad garantiza la reposición en el cargo en el caso de nu-
lidad de la medida segregativa.  Constituye una restitutio in integrum.  
Se diferencia por lo tanto de la indemnización por despido que rige 
en el contrato laboral privado y que plasma la “protección contra el 
despido arbitrario” a que alude la Constitución Nacional (art. 14 bis).  

En línea con la mencionada asociación que establece el régimen jurí- 
dico aplicable entre naturaleza de la relación de empleo y estabilidad, la  
Ley Marco bajo el título de “naturaleza de la relación de empleo” alude  
en puridad, a las situaciones de revista, esto es, al régimen de estabili-
dad, al régimen de contrataciones o al personal de gabinete de las auto- 
ridades superiores; también contempla la situación del personal ad 
honorem (v. art. 7º, Ley Marco).

garantizarse una especial protección a ciertas instituciones. La regulación constitu-
cional tiene entonces la finalidad de hacer imposible una supresión en vía legislativa 
ordinaria. Con terminología inexacta —explica— se suele hablar aquí de derechos 
fundamentales, si bien la estructura de tales garantías es por completo distinta, lógica 
y jurídicamente, un derecho de libertad. Expresa: “Ni aun siquiera cuando se aseguran 
con la garantía institucional derechos subjetivos de individuos o de corporaciones 
—lo que no es obligado— hay aquí derechos fundamentales ningunos. La garantía 
institucional es por su esencia, limitada. Existe solo dentro del Estado, y se basa, 
no en la idea de una esfera de libertad ilimitada en principio, sino que afecta a una 
institución jurídicamente reconocida, que, como tal, es siempre una cosa circunscrita 
y delimitada, al servicio de ciertas tareas y ciertos fines, aun cuando las tareas no 
estén especializadas en particular, y sea admisible una cierta ̀ universalidad del círculo 
de actuación`”. Pone como ejemplo paradigmático de garantías institucionales a las 
prescripciones de la Constitución de Weimar “sobre el Derecho de los funcionarios”. 
Ello, en tanto aseguran el mantenimiento de una burocracia profesional que “debe ser 
servidora de la comunidad, y no de un partido [...], es decir, que debe ser defendida 
contra las consecuencias destructoras del Estado de una práctica parlamentaria de 
botín y séquito”. Aclara Schmitt que la garantía de los derechos adquiridos de los 
funcionarios (art. 129, I, 3) viene, en realidad a beneficiar al funcionario individual; 
da lugar al derecho subjetivo del funcionario, y no solo para pretensiones a derechos 
económicos, sino igualmente con distinta especie de protección jurídica, hasta las 
pretensiones al título y rango, e incluso a una actuación correspondiente a las normas 
jurídicas y administrativas. Todo esto —concluye— no está al servicio del interés 
privado del funcionario, sino de la burocracia profesional como tal (Carl Schmitt, 
Teoría de la Constitución, 1944, Madrid, Editorial Revista de Derecho Privado, trad. 
de Francisco Ayala, Madrid, pág. 197 y ss.).
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3. Las diferentes situaciones de revista: estabilidad  
vs. personal no permanente 

A) El régimen de estabilidad

El régimen de estabilidad comprende al personal que ingrese por los 
mecanismos de selección que se establezcan, a cargos pertenecientes al 
régimen de carrera cuya financiación es prevista para cada jurisdicción 
u organismos descentralizados en la Ley de Presupuesto.

La carrera administrativa básica y las específicas deben contemplar 
la aplicación de criterios que incorporen los principios de transparencia, 
publicidad y mérito en los procedimientos de selección para determi-
nar la idoneidad de la función que se debe cubrir, de la promoción o 
avance en la carrera basada en la evaluación de la eficiencia, eficacia, 
rendimiento laboral y de exigencias de capacitación acorde con las 
necesidades de las tareas o funciones por desarrollar, así como la pre-
visión de sistemas basados en el mérito y la capacidad de los agentes, 
que motiven la promoción de los mismos en la carrera (v. art. 8º).

El personal alcanzado por el régimen de estabilidad que resulte 
afectado por medidas de reestructuración que comporten la supresión 
de organismos, dependencias o de las funciones asignadas a las mismas, 
con la eliminación de los respectivos cargos, debe ser reubicado en las 
condiciones reglamentarias que las disposiciones establezcan.  Queda 
con este objeto garantizada la incorporación del agente afectado para 
ocupar cargos vacantes.  Asimismo, en los convenios colectivos de 
trabajo deben preverse acciones de reconversión laboral que permitan 
al agente insertarse en dichos cargos.

En el supuesto de no concretarse la reubicación, el agente queda 
en situación de disponibilidad.

El período de disponibilidad se asigna según la antigüedad del tra- 
bajador, no pudiendo ser menor a seis meses ni mayor a doce meses.

Si durante el período de disponibilidad se producen vacantes en la  
Administración Pública Central y en organismos descentralizados, debe 
priorizarse el trabajador que se encuentre en situación de disponibilidad 
para la cobertura de dichas vacantes.

Vencido el término de la disponibilidad, sin que haya sido reubicado, 
o en el caso que el agente rehusare el ofrecimiento de ocupar un cargo o  
no existieran vacantes, se producirá la baja, generándose el derecho  


